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HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA / REVOCA Y ADMITE ACEPTACIÓN DE CARGOS – ¿Fue acertada la decisión confutada, de abstenerse de aprobar el allanamiento a cargos efectuado por el Procesado, con base en el argumento consistente en que no existian suficientes elementos materiales probatorios o evidencias físicas que daban certeza respecto que la muerte de LGGE, RMGM y RER, haya sido declarada como un homicidio en persona protegida, y que además el señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS participó de ellas?
(…)

Con todo lo dicho hasta el momento, a esta Colegiatura no le cabe duda alguna de que la ejecución extrajudicial de los señores LGGE, RMGM y RER, se encuentra encuadrada dentro de lo tipificado por el artículo 135 del Código Penal como un homicidio en persona protegida, por cuanto tal conducta no solo fue realizada por miembros activos del Ejército Nacional, Batallón Contraguerrilla No. 57 “Mártires de Puerres” y del Grupo Gaula de Risaralda; sino que también se trataba de civiles que perdieron la vida en el marco del conflicto armado colombiano. Igualmente, y contrario a lo dicho por el A quo en su decisión, para esta Sala es evidente que el señor JCAH estuvo relacionado con la muerte de esas personas y, si bien es cierto no fue el autor material de las mismas, si fue quien los llevó, con total conciencia de lo que les sucedería, y los entregó a los militares, que ya los estaban esperando para tal fin. 

Así las cosas, la Sala considera que le asiste la razón al recurrente y en consecuencia revocara el proveído confutado, ya que toda vez que después de escuchadas cada una de las intervenciones del señor JCHA, en donde él manifestó con toda la tranquilidad del mundo que aceptaba su responsabilidad como coautor de los hechos materia de este proceso judicial, siendo consciente de las consecuencias y beneficios jurídicos y penales que hacerlo le acarrearía, ya que en todo momento él estuvo asesorado por un abogado, aunque ese no fuera el mismo que lo está representando dentro de este asunto; y que además, no se avizora vulneración alguna de derechos fundamentales del procesado, y que como ya se dejó claro, se ha cumplido con la presentación ante el Juez de conocimiento del mínimo de elementos materiales probatorios que dan cuenta de la responsabilidad del procesado en los hechos delictuales que se le imputaron.
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	Procede:
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VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía 57 DFNDH-DIH de Medellín, en contra de la decisión adoptada el 2 de noviembre de 2017 por el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, quien improbó la aceptación unilateral de cargos que hiciera dentro de este asunto el procesado  JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS.
ANTECEDENTES:
El 16 de enero de 2008 se expidió por parte del Mayor Josue Yovanni Linares Hernández, comandante del Batallón Contraguerrilla BCG-57 “Mártires de Puerres”, la orden de operaciones “ECLIPSE”, dirigida al a la Patrulla Destello 1 conformada por miembros de ese batallón y un grupo de hombres del Gaula-Risaralda,  a fin de atacar a la cuadrilla 47 “Leonardo Posada Pedraza” de las ONT FARC, a las BACRIM y a otros grupos delincuenciales que actuaban en los municipios de Neira, Aránzazu, Salamina, San Félix, Marulanda y Risaralda, todos del Departamento de Caldas. Al día siguiente, le fue informado al Juez Penal Militar sobre el desarrollo de la ya mencionada orden de operaciones, haciéndosele saber que la tropa se había desplazado a la vereda el Lembo del municipio de Santa Rosa de Cabal-Risaralda, en donde las BACRIM actuaban cobrando extorsiones a los lugareños; igualmente le informan que allí, siendo aproximadamente las 19:40 horas, de esas calendas, observaron la llegada de una camioneta de la cual se bajaron cuatro individuos, portando lo que al parecer eran armas de fuego, razón por la que se les hizo un llamado, ante el cual reaccionaron disparándole a la tropa, quienes reaccionaron abriendo fuego en su contra, dando de baja a dos de los sujetos, mientras los otros dos huyeron, encontrándose los fugitivos más adelante con el Grupo de Seguridad Gaula- Risaralda, quienes logran dan dar baja a uno de ellos. El cuarto hombre logró escapar.  
Ese mismo día, se realizó diligencia de inspección a cadáveres por parte de la Sijin de Santa Rosa de Cabal, quienes en informe ejecutivo indicaron haber hallado tres cadáveres de personas reportadas como bajas en enfrentamiento con el Ejército Nacional, uno de ellos, correspondiente a LUIS GUILLERMO GONZÁLEZ ELJAIK, quien se determinó era para ese entonces Patrullero activo de la Policía Nacional, la otra víctima fue identificada como primo del anterior y respondia al nombre de RONALD MAURICIO GONZÁLEZ MORALES. El tercer cadáver fue reconocido como RICARDINO ESCOBAR RESTREPO. Las labores investigativas dieron como resultado que ninguna de estas tres personas era de la zona de los hechos, pues eran oriundos del Departamento del Valle del Cauca, concretamente del municipio de Buga. Igualmente, se determinó que los tres cadáveres fueron movidos y que sus decesos no se produjeron exactamente en el sitio en donde cada uno fue encontrado. También se determinó que en el sector de los hechos no había reportes de extorsión o secuestro, y que el grupo GAULA que participó en el operativo no tenía orden para el mismo y no estaba acompañado por ningún miembro del CTI o del DAS como era lo normal. 
En el transcurso de las labores investigativas, se logró determinar que lo allí ocurrido correspondía a una ejecución extrajudicial propia de los conocidos episodios de “Falsos Positivos” y que en esos hechos participó el señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS, siendo la persona encargada de conseguir y entregar a las Fuerzas Militares, concretamente al Batallón “Mártires de Puerres”, a las personas que serían asesinadas y reportadas como bajas en combate, por parte de ese batallón. 
Con base en la anterior información el 22 de agosto de 2017, ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal con Funciones de Control de Garantías de la Dorada-Caldas, lugar en donde el señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS se encuentra detenido purgando una pena de 50 años de prisión por hechos similares, se llevó a cabo audiencia de Formulación de imputación en su contra, por ser el presunto coautor de los delitos de homicidio en persona protegida, de acuerdo a lo ya narrado. En dicha diligencia, el imputado manifestó que aceptaba de manera libre y voluntaria el delito que le fuera imputado. Así las cosas, se remitió el expediente para el Distrito Judicial de Pereira, dado el lugar de los hechos, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, quien realizó audiencia de verificación de aceptación de cargos el 2 de noviembre de 2017, sin que la misma sea aprobada por el juzgado. 
EL PROVEÍDO RECURRIDO:
En la fecha arriba señalada el señor Juez de conocimiento instaló la audiencia y en ella, después de escuchar los antecedentes facticos y jurídicos que llevaron a imputarle cargos al señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS, procedió a interrogar a esta persona sobre si ratificaba la aceptación de cargos y si esto lo hacía de manera libre, voluntaria, sin apremios de ninguna clase, a lo que respondió que era su voluntad aceptar su responsabilidad en los hechos que fueran dados a conocer por la Fiscalía. Acto seguido, el A quo le solicitó a la Fiscalía información sobre la plena identidad del procesado y de las víctimas, a lo que responde que con la solicitud de audiencia de verificación se entregaron los elementos probatorios, entre los cuales se encuentra la tarjeta decadáctilar del procesado y un disco compacto (dc) donde se da cuenta de toda la documentación. 
Escuchado esto, el A quo procedió a señalar que entre las fotocopias que le fueron entregadas por la Fiscalía no estaba la tarjeta decadactilar del imputado, tampoco informe de su comparación dactiloscópica, o por lo menos su cartilla biográfica, la cual sería fácil de obtener teniendo en cuenta que él se encuentra descontando pena en la Cárcel de la Dorada-Caldas. Aunado a ello, consideró que tampoco había suficientes elementos de juicio para señalar con precisión la comisión del delito de homicidio en persona protegida, y mucho menos una información siquiera sumaria sobre los posibles responsables o autores materiales de ese homicidio y su calificación como tal, toda vez que no existe nada dentro del expediente que dé cuenta de que la muerte de los tres ciudadanos que murieron en las vereda el Lembo del municipio de Santa Rosa de Cabal, la noche del 16 de enero de 2008, haya sido reconocido como un falso positivo del ejército y que por ende efectivamente allí se dio un homicidio en persona protegida; ello por cuanto, a juicio del fallador, en este asunto solo se cuenta con la aceptación de responsabilidad por parte del señor AREAS HUERTAS, en cuanto a que él consiguió unas personas y las entregó a manos del ejército, sin que se tenga conocimiento respecto a la situación fáctica de la cual se deriva esa calificación de homicidio en persona protegida que permita tener certeza sobre la endilgada coautoría del procesado en los hechos narrados, pues recordó, que el solo allanamiento de una persona a los cargos no es suficiente para erigir una sentencia condenatoria en su contra.

Atendiendo lo ya expuesto, consideró el señor Juez de instancia que debía abstenerse de emitir sentido del fallo dentro del presente caso, hasta tanto no cuente con elementos de juicio e información legalmente obtenida y elementos materiales probatorios que no se evidencian en este asunto.    
LA ALZADA:
Fiscal como no recurrente, manifestó que contrario a lo afirmado por el fallador respecto a que dentro del presente asunto no se encuentra debidamente probado el homicidio en persona protegida, él considera que dentro de lo presentado al señor Juez hay prueba suficiente de no solo de quiénes fueron los autores materiales de la muerte de los señores LUIS GUILLERMO GONZÁLEZ ELJAIK, RONALD MAURICIO GONZÁLEZ MORALES y RICARDINO ESCOBAR RESTREPO, sino también de la manera cómo sucedieron los hechos, tal como dan cuenta los informes de patrullaje suscritos por el Teniente Julio César Álvarez Pedrero y  Héctor Fabio Majin Grajales en donde ellos informaron sobre lo sucedido en el supuesto combate en donde se le dio muerte a los ya mencionados; lo que deja claro quiénes son los culpables de esas muertes, sin necesidad de que se presente una sentencia proferida en su contra que así lo determine. 
Por otra parte, hace saber que es la primera vez que en un caso como el aquí analizado, se le solicita que presente las sentencias proferidas en contra de los otros participes o determinadores de los hechos, lo que le sorprende, pues entiende que con ello se le está colocando un requisito que no está en la ley, para poder condenar al señor ARENAS HUERTAS, a pesar de que ya aceptó los cargos. 
Aunado a ello, indicó que no es la Fiscalía quien señala a su arbitrio cuando el asesinato de una persona se considera como un homicidio en persona protegida, sino que fue la misma Corte Suprema de Justicia quien en una decisión adoptada con ponencia de la Dra.  María del Rosario González, estableció que aquellas muertes de civiles que se dieron en el marco del conflicto armado, por parte de miembros de la Fuerza Pública para hacerlos pasar como integrantes de grupos armados ilegales, debían ser consideradas como homicidios en persona protegida; en especial cuando es evidente que esos civiles no eran delincuentes ni pertenecían a ningún tipo de estructura criminal, sea BACRIM, Guerrilla, Paramilitares, o cualquier otra, tal como es el caso de las tres personas que fueron ultimadas en los hechos materia de este proceso y de quienes, se logró demostrar con el testimonio del señor Héctor Hernán López Morales, no tenían ningún tipo de vínculo con el municipio de Santa Rosa de Cabal, donde fueron asesinados.
En cuanto a la participación del señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS en esos hechos, se tiene la declaración rendida por el señor EULIECER QUINTANA LLANOS, quien lo señaló como la persona que se encargaba de conseguir y entregarle al batallón contraguerrilla # 57 “Mártires de Puerres” a los civiles que serían ultimados y posteriormente presentados como resultados operacionales. 
Así las cosas, considera el delegado del Ente Acusador, que está probado tanto la ocurrencia de los hechos como la participación del aquí procesado en los mismos, sin que se pueda por parte del A quo exigir otro tipo de pruebas adicionales, como lo es la sentencia de los demás implicados en el delito, para poder él proceder a individualizar la pena dada la aceptación de cargos que hiciera el señor ARENAS HUERTAS. Es por ello, que solicita que se revoque la decisión de instancia y en consecuencia se le ordene al Juez proceder a tasar la pena. 
Defensor como no recurrente, solicitó que se confirme la decisión del A quo por cuanto su prohijado aceptó los cargos voluntariamente y siendo asesorado por otro abogado, lo que implica que él como actual defensor no tiene muy clara cuál será la contraprestación o el beneficio que JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS obtendrá por tal cosa. Además de ello, entiende que los militares mencionados como autores intelectuales de los hechos materia del proceso irían para la JEP, mientras el procesado resultaría purgando una pena de prisión de más de 20 años, lo que a su parecer vulnera los derechos al debido proceso y a la igualdad, razón por la cual considera que la Fiscalía, antes que una sentencia condenatoria lo que debe buscar es la protección de esos derechos, especialmente si se tiene en cuenta que JUAN CARLOS es el que menos tuvo que ver en las muertes de las tres personas mencionadas por el Delegado Fiscal. Bajo esa perspectiva y más allá de la aceptación de cargos, dice, que existen unos vacíos que no se pueden pasar por alto. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

Competencia:
Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 6º del artículo 34 del C.P.P., es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto en contra de un auto proferido en primera instancia por un Juzgado Penal del Circuito de este Distrito Judicial, sin avizorarse mácula en el procedimiento que vicie de nulidad lo actuado.

Problema Jurídico:

Acorde con la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente en la alzada, la Sala es del criterio que del contenido de la misma se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Fue acertada la decisión confutada, de abstenerse de aprobar el allanamiento a cargos efectuado por el Procesado, con base en el argumento consistente en que no existian suficientes elementos materiales probatorios o evidencias físicas que daban certeza respecto que la muerte de LUIS GUILLERMO GONZÁLEZ ELJAIK, RONALD MAURICIO GONZÁLEZ MORALES y RICARDINO ESCOBAR RESTREPO, haya sido declarada como un homicidio en persona protegida, y que además el señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS participó de ellas?
Solución:
Para dilucidar el problema jurídico propuesto, es viable empezar por recordar que una vez se ha dado la aceptación de cargos durante la audiencia de imputación, el proceso pasará al juez de conocimiento para que este verifique si ese allanamiento por parte del procesado, se hizo realmente de forma libre, espontánea, voluntaria, sin apremios o presiones de alguna clase, tal como se lo ordena el artículo 293 del Código de Procedimiento Penal; pero su intervención no se limita únicamente a interrogar al procesado frente a esos aspectos, sino que debe, antes de proceder a individualizar la pena, revisar que se hayan preservado los derechos del procesado y las garantías procesales. Por otra parte, debe observar que de los medios de conocimiento aducidos por la Fiscalía ofrezcan un mínimo probatorio que permita no solo establecer la ocurrencia del hecho punible endilgado al procesado, sino también que él fue el autor o participe del mismo. 
De allí que de vieja data la Corte Suprema de Justicia haya dicho: 

"Ese control judicial del allanamiento o del acuerdo no se cumple con una simple revisión formal. No basta con constatar la libertad y voluntad a través del simple interrogatorio al procesado, la labor del juez como garante y protector de los derechos humanos debe ir más allá verificando que las garantías fundamentales se hayan preservado, dentro de las cuales, obviamente, se encuentran, entre otras, la legalidad, estricta tipicidad y el debido proceso.

Aparejado a ello, si bien por esa misma asunción temprana de la responsabilidad penal, no se cuentan con suficientes elementos probatorios, pues precisamente la economía por no adelantar el juicio es la que se le premia al procesado con la rebaja punitiva, es claro que tal admisión de culpabilidad debe contar con un grado racional de verosimilitud."

Esclarecido que una de las potestades que le asiste a la Judicatura, en los eventos de terminación abreviada de los procesos, es el de verificar que se cumplan con el mínimo de los requisitos para poder proferir un fallo de condena, acorde con lo acontecido en la audiencia que dio génesis al proveído confutado, y en consonancia con los medios de conocimientos aducidos por la Fiscalia, vemos que los cargos por los cuales el Procesado se allanó, están relacionados con la presunta comisión del delito de homicidio en persona protegida, en concurso homogéneo-sucesivo; dicho reato está tipificado en el artículo 135 del C.P. y el parágrafo de ese mismo artículo señala quiénes son considerados como personas protegidas, de acuerdo a lo establecido por el Derecho Internacional Humanitario, dejando claro en el numeral 1º que cualquier miembro de la población civil, al igual que aquellas personas que no participan en combates, numeral 2º, son considerados como personas protegidas por el DIH. 
Para dejar claro este tema, vale la pena traer a colación la exposición que sobre el mismo hizo la Sala de Casación Penal de la C.S.J. en la sentencia radicada bajo el número 36460 del año 2013, donde se dijo: 
“2.
La noción de persona protegida

En el cometido de dar alcance a la noción de “persona protegida” que se menciona en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000 puede observarse, que el mismo precepto señala que dicha condición se constata “conforme a los Convenios Internacionales sobre Derecho Humanitario ratificados por Colombia” y más adelante delimita con interpretación auténtica, en cuanto realizada por el mismo legislador, que “se entiende por personas protegidas conforme al derecho internacional humanitario”, entre otras, “Los integrantes de la población civil” y “Las personas que no participan en hostilidades (subrayas fuera de texto).


En cuanto atañe al desarrollo del precepto analizado se observa que el artículo 3º común a los Convenios de Ginebra consagra:

“En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones: 1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier otro criterio análogo. 

“A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba mencionadas: a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios; b) la toma de rehenes; c) los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes; d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítimamente constituido, con garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos civilizados” (subrayas fuera de texto).
De otra parte, el Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra en su artículo 1º dispone:

“1. El presente Protocolo, que desarrolla y completa el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, sin modificar sus actuales condiciones de aplicación, se aplicará a todos los conflictos armados que no estén cubiertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I) y que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo.

“2. El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados” (subrayas fuera de texto).

Definida la normativa internacional que se ocupa de identificar a las personas protegidas por las Convenciones de Ginebra y sus protocolos adicionales, es pertinente acudir al denominado principio de distinción
, según el cual, resulta imperativo proteger a la población civil de los efectos de la contienda, pues ésta sólo debe involucrar a los combatientes y hacia ellos es que deben dirigirse las acciones de debilitamiento, de modo que siempre será necesario distinguir entre combatientes y no combatientes, a fin de asegurar que los últimos no se verán afectados por las operaciones propias del conflicto armado.

En el numeral 1º del artículo 13 del Protocolo Adicional II se establece el principio de protección de la población civil en los siguientes términos: 

“La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares”, y precisa que “para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas la circunstancias las normas siguientes”, que tratan de sub-reglas específicas en las cuales se desarrolla el principio de distinción.


Son combatientes quienes forman parte de las fuerzas armadas o de los grupos armados irregulares, o toman parte en las hostilidades, motivo por el cual no gozan de las protecciones dispuestas por el Derecho Internacional Humanitario para los civiles, es decir, no tienen el status de personas protegidas.

Son civiles y como tales personas protegidas por el Derecho Internacional Humanitario, quienes reúnen dos condiciones: La primera, no ser miembros de las fuerzas armadas u organizaciones armadas irregulares en contienda, y la segunda, no tomar parte en las hostilidades, sea de manera individual (personas civiles) o colectiva (población civil). Desde luego, si los civiles intervienen directamente en las contiendas, de inmediato pierden las garantías derivadas del principio de distinción mientras dure su participación en el conflicto (numeral 3º del artículo 13 del Protocolo Adicional II).


En forma contundente respecto del tema analizado, el numeral 2º del artículo 13 del Protocolo Adicional II establece:

“No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles”.

Adicional a los principios de distinción y de protección de la población civil, amén de afianzarlos, se ha dado paso en el ámbito internacional al principio de precaución, en virtud del cual se exige a los combatientes que en el desarrollo de las acciones militares sean en todo momento diligentes y actúen con sumo cuidado para no involucrar a civiles, es decir, adopten las medidas de precaución necesarias para evitar al máximo perjuicios a quienes por no tener la condición de combatientes, son personas protegidas por el Derecho Internacional Humanitario.

En virtud de dicho principio es necesario: Constatar que los objetivos susceptibles de ataque son militares, elegir los medios y métodos a fin de minimizar daños incidentales a la población civil, proteger a los civiles del ataque, dar aviso anticipado – siempre que sea posible – para que las personas ajenas al conflicto se resguarden, preferir objetivos militares de aquellos que permitan descartar fundadamente la ausencia de daños a civiles, evitar ataques a objetivos militares ubicados en áreas densamente pobladas, entre otras.

La importancia de los citados principios es de tal magnitud, que ha sido entendido por la Asamblea General de las Naciones Unidas, así como por el Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, la Carta de la Corte Especial para Sierra Leona, el Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, entre otros, que hacen parte del ius cogens, en cuanto prohibición absoluta de índole consuetudinaria que no precisa de su positivización para su valía, materialización y exigencia.”

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, de un análisis de los medios de conocimiento aducidos por la Fiscalía, se pude concluir sin mayores elucubraciones que hasta la fecha no hay prueba que señale, aunque sea de manera somera, que los señores LUIS GUILLERMO GONZÁLEZ ELJAIK, RONALD MAURICIO GONZÁLEZ MORALES y RICARDINO ESCOBAR RESTREPO, hicieran parte de una organización delincuencial o de un grupo subversivo alzado en armas, y mucho menos de que al momento de los hechos en que perdieron la vida, se encontraran realizando actividad ilícita alguna, lo que implica que eran civiles, y por tal condición, dentro del marco del conflicto armado que desangra a nuestro país, se encontraban protegidos tanto por el Derecho Internacional Humanitario, como por nuestro estatuto penal, sin que para obtener tal estatus fuera o sea necesario que una determinada entidad estatal u organización no gubernamental se las otorgara. 
Aunado a lo anterior, de un simple y mero análisis de los elementos materiales probatorios habidos en la actuación, no era necesario realizar un mayor esfuerzo intelectivo para establecer que efectivamente quienes accionaron las armas de fuego en contra de la humanidad de los tres hombres arriba mencionados, fueron miembros activos del Ejercito Nacional al mando del TE. Julio César Álvarez Pedrero, y del Grupo Gaula de Risaralda al Mando del TE. Héctor Fabio Majin Grajales, tal como quedo constatado en las actas de inspección técnica a cadáver y el informe ejecutivo de investigador de campo, de donde se puede extraer que la causa de muerte de esas personas se dio como consecuencia de múltiples heridas provocadas por proyectiles de armas de fuego de uso privativo de las fuerzas armadas. 
Bajo esa perspectiva, teniendo en cuenta que los señores LUIS GUILLERMO GONZÁLEZ ELJAIK, RONALD MAURICIO GONZÁLEZ MORALES y RICARDINO ESCOBAR RESTREPO, no eran combatientes ni personas dedicadas a actividades delincuenciales, y que su deceso se produjo a manos de agentes del Estado, con ocasión del conflicto armado colombiano, quienes incumpliendo su deber de proteger a la población civil, los llevaron con engaños a ese paraje solitario del municipio de Santa Rosa de Cabal, para allí asesinarlos y luego hacerlos pasar como bajas en combate, dentro de una de uno de los tristes episodios de “falsos positivos” que fueron tan populares años atrás en nuestro país; haciéndose así evidente que la conducta de esos militares y agentes del grupo Gaula que accionaron sus armas causándoles la muerte, configura una violación grave del Derecho Internacional Humanitario, y como tal, se adecua a lo tipificado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000. 
Teniendo claro lo anterior, es menester proceder a revisar el grado de participación que tuvo el señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS en esos actos, frente a ese tema se tiene que revisados los audios de la versión libre que él rindiera el 04 de noviembre de 2015, ante la Fiscalía Seccional de la Dorada-Caldas, la cual se surtió por solicitud suya, quedó claro la relación que tuvo con los militares miembros del BCG 57 “Mártires de Puerres” del Batallón Ayacucho de la ciudad de Manizales, con quienes tenía acordado el conseguir personas, que en algunos casos eran enemigos suyos, para que fueran asesinados por ese batallón y presentados como bajas en combate, por lo que es obvio que se estaba en presencia de una típica coautoría impropia, cuyo elemento esencial seria la división de trabajo. 
En cuanto a los hechos materia de este proceso, la primera mención el Procesado las hace cuando habla en términos generales, de las ejecuciones de civiles en las que le colaboró al BCG-57
, indicando que esa operación en el municipio de Santa Rosa de Cabal se había montado para “ejecutar” a un miembro activo de la Policía Nacional, porque este había sido desleal con él. Posteriormente procedió a hablar de ese hecho particular
, revelando detalles frente a su participación en los mismos, haciendo saber que si bien es cierto no fue él quien accionó las armas de fuego en contra de los abatidos en ese entonces, si fue la persona que se encargó de contactarlos, principalmente al “policía costeño” como él decía a GONZÁLEZ ELJAIK quien para ese momento laboraba en la ciudad de Barranquilla, y engañarlos para luego llevarlos hasta el sitio donde se les dio de baja por parte de miembros del Ejército Nacional y del Grupo Gaula de Risaralda.

Los dichos del señor ARENAS HUERTAS, encuentran respaldo no solo en el informe de investigador de campo, sino también en las entrevistas rendidas por el señor Euliser Quintana Llanos, exintegrante del BCG-57, quien tanto en la primera entrevista absuelta en el año 2012
 como en la rendida en el 2017
, fue certero al indicar que aunque él no participó de las ejecuciones ocurridas en el municipio de Santa Rosa de Cabal la noche del 16 de enero y madrugada del 17 de enero de 2008, por encontrarse de permiso, sí se enteró de ello al llegar al batallón porque sus compañeros le contaron, y le dijeron que entre los muertos estaba un policía y que las personas dadas de baja habían sido llevados por el paisa, a quien ellos llamaban con el remoquete de “PUCA” y que era la persona encargada de conseguir los civiles que eran ejecutados por ese batallón contra guerrilla para hacerlos pasar como bajas en combate. 
Ahora bien, en cuanto a la identidad del procesado, encuentra la Sala que efectivamente el señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS se ha identificado en cada una de las diligencias con su nombre, número de documento de identidad, y demás generales de Ley, datos que coinciden con los consignados en la tarjeta de preparación de su cédula de ciudadanía (Fl. 84 cuaderno de evidencias) y con los del registro fotográfico que de él hiciera la Fiscalía (Fl. 85). Aunado a ello, aunque Quintana Llanos no lo llama por su nombre, sino que habla de él con el alias de “PUCA”, es evidente que se trata de la misma persona que ha aceptado cargos en este asunto, ello atendiendo a la descripción física que hizo en la entrevista que rindiera el 8 de agosto de 2012, del sujeto que le fuera presentado a la tropa del BCG-57 como “PUCA”, sino también por los detalles que cuenta respecto de las relación de este con el batallón Ayacucho de la ciudad de Manizales, dando con ello certeza de que se trata de la misma persona, pues hablan de cosas que fueron confirmadas por el señor JUAN CARLOS en sus interrogatorios, como por ejemplo el hecho de que él vivió un tiempo en una zona de viviendas exclusivas para los militares en la ciudad de Manizales, y que llegó a realizar sus “labores” con esa unidad militar cuando esta estaba al mando del Mayor González del Río que luego fuera reemplazado por el Mayor Linares Hernández, quien dijo el procesado haber conocido en el empalme que los dos militares hicieran
 y donde el que se iba le explicó al que llegaba que él, esto es JUAN CARLOS, era la persona que les ayudaba a conseguir a los ciudadanos que se ejecutaban para dar como bajas en combate. 
Con todo lo dicho hasta el momento, a esta Colegiatura no le cabe duda alguna de que la ejecución extrajudicial de los señores LUIS GUILLERMO GONZÁLEZ ELJAIK, RONALD MAURICIO GONZÁLEZ MORALES y RICARDINO ESCOBAR RESTREPO, se encuentra encuadrada dentro de lo tipificado por el artículo 135 del Código Penal como un homicidio en persona protegida, por cuanto tal conducta no solo fue realizada por miembros activos del Ejército Nacional, Batallón Contraguerrilla No. 57 “Mártires de Puerres” y del Grupo Gaula de Risaralda; sino que también se trataba de civiles que perdieron la vida en el marco del conflicto armado colombiano. Igualmente, y contrario a lo dicho por el A quo en su decisión, para esta Sala es evidente que el señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS estuvo relacionado con la muerte de esas personas y, si bien es cierto no fue el autor material de las mismas, si fue quien los llevó, con total conciencia de lo que les sucedería, y los entregó a los militares, que ya los estaban esperando para tal fin. 
Así las cosas, la Sala considera que le asiste la razón al recurrente y en consecuencia revocara el proveído confutado, ya que toda vez que después de escuchadas cada una de las intervenciones del señor JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS, en donde él manifestó con toda la tranquilidad del mundo que aceptaba su responsabilidad como coautor de los hechos materia de este proceso judicial, siendo consciente de las consecuencias y beneficios jurídicos y penales que hacerlo le acarrearía, ya que en todo momento él estuvo asesorado por un abogado, aunque ese no fuera el mismo que lo está representando dentro de este asunto; y que además, no se avizora vulneración alguna de derechos fundamentales del procesado, y que como ya se dejó claro, se ha cumplido con la presentación ante el Juez de conocimiento del mínimo de elementos materiales probatorios que dan cuenta de la responsabilidad del procesado en los hechos delictuales que se le imputaron.

Finalmente, como lógica consecuencia de la revocación de la providencia opugnada, la Colegiatura de la imprimirá aprobación a la determinación del Procesado de allanarse a los cargos que le fueron endilgados por la Fiscalía en la audiencia de formulación de la imputación.

En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la providencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira en una vista pública celebrada el 2 de noviembre de 2017, y en consecuencia se le imprimirá aprobación a la decisión del Procesado JUAN CARLOS ARENAS HUERTAS de allanarse a los cargos que le fueron enrostrados por la Fiscalía en la audiencia de Formulación de Imputación llevada a cabo el 22 de agosto de ese mismo año ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal con Funciones de Control de Garantías de la Dorada-Caldas.

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al despacho de origen para que en el Juzgado A quo se continúe con el trámite de las subsecuentes vistas públicas que se deben llevar a cabo como consecuencia de la aprobación del allanamiento a cargos. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� C.S.J. Sala de Casación Penal, RAD. 31280 del 8-07-09, M.P. Dr. Julio Enrique Socha Salamanca.


� Cfr. Sentencia C-291 de 2007.


� Audio M2U00227, del 4 de noviembre de 2015, H: 00:29:10. 


� Audio M2U00229, del 4 de noviembre de 2015. 


� Folios 79 a 83 del cuaderno de elementos materiales probatorios de la Fiscalía. 


� Folios 75 a 78, Ibídem. 


� Minuto 00:06:26 del audio M2U00229. 
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